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Ha sido el primer Congreso de ACAIP en el que se ha 
emitido la inauguración en streaming desde nuestro 
canal de video. En la apertura, destacaron las interven-
ciones de Don Luis Deleito, Secretario General de la 

FEPUSO y  Don Miguel Briones, Subdelegado del Go-
bierno en Málaga.

El acto sirvió para dar una emotiva despedida a 
Valentín Llamas, uno de los fundadores de ACAIP, 

tras de 26 años de Secretario General del Sindicato, 
así como recordar a nuestro compañero Javier Her-
nández Salomón fallecido recientemente.  
PÁGINAS 6 Y 7

Congreso Nacional de ACAIP
Con el lema “Ahora, Justicia” se reivindica una doble vía: la pertenencia al Ministerio al que le corresponde la 

ejecución penal, así como la justicia del reconocimiento y la recuperación de lo perdido.

ACTUACIONES PARLAMENTARIAS

PÁGINA 10

OPINIÓN

PÁGINA 2

El destino mezcla las 
cartas y nosotros las 
jugamos

El congreso impulsa 
protocolos frente a la 
violencia en el trabajo

ACTIVIDAD PENITENCIARIA

PÁGINAS 8 Y 9

Violencia de género 
y administración 
penitenciaria

Segunda parte de este interesante artí-
culo de Milagros Piedad López Márti-
nez sobre el tratamiento y la regulación 
actual de los internos con patologías 
mentales. PÁGINAS 4 Y5

HOSPITAL PSIQUIATRICO PENITENCIARIO 
El internamiento 
judicial del enfermo 
mental 

SEGUNDA PARTE

Duante los pasados días 16 a 18 de no-
viembre, los principales expertos nacio-
nales e internacionales en el fenómeno 
del integrismo yihadista pasaron por las 
aulas de la Universidad de Ciencias de la 
Comunicación Málaga dentro del curso 

“Estrategias de la Comunicación, alerta 
temprana e intervención: aportaciones 
para la desradicalización en las prisio-
nes españolas” organizado por ACAIP y 
la Fundación Sociedad y Justicia.
PÁGINA 3

Curso sobre desradicalización 
en Instituciones Penitenciaras 
en la Universidad de Málaga

Málaga 28 de noviembre a 1 de diciembre de 2016
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Buenos días, como no puede ser de otra ma-
nera, quisiera que mis primeras palabras 
hoy sean las de agradecimiento. 

En primer lugar al Señor Subdelegado 
del Gobierno, Don Miguel Briones, como represen-
tante institucional de la Administración a la que per-
tenecemos como empleados públicos.

Al Sr. Alcalde de Málaga, Don Francisco de la 
Torre por abrirnos las puertas de esta maravillosa 
ciudad y por el excelente trato dispensado. Y a Don 
Julio Andrade, Teniente Alcalde de la ciudad, con el 
que hemos tenido la posibilidad de hablar hace unas 
semanas con ocasión del curso de yihadismo de los 
diferentes problemas de la radicalización y la desra-
dicalización.

Al Director del Establecimiento Penitenciario de 
“Alhaurín de la Torre”, Don Ángel Herbella por su 
colaboración, con nosotros y nuestros invitados, du-
rante nuestras estancias en Málaga.

Al Secretario General de la Federación 
de Empleados Públicos de la Unión Sindi-
cal Obrera, el compañero y amigo Luis De-
leito.

A todos ellos, les agradezco por igual, el 
acompañarnos en esta ceremonia de aper-
tura congresual.

No quería olvidarme de nuestros com-
pañeros de la UFAP francesa, sindicato pro-
fesional y mayoritario como nosotros, que 
no han podido acudir pero nos han envia-
do su mensaje de apoyo a nuestros proble-
mas comunes. Son compañeros y amigos 
con los que hemos tenido la oportunidad 
de compartir y de debatir sobre nuestras 
experiencias en los diferentes foros, tanto a 
nivel institucional (desde los órganos cole-
giados en la unión europea) como sindical 
y formativo.

También quiero hacer una especial 
mención a que este es el primer Congreso 
en el que están presentes nuestros com-
pañeros y compañeras de Cataluña; recor-
daréis que en el anterior Congreso Nacio-
nal de Alcalá de Henares se decidió que el 
Sindicato también estuviese presente en el 
ámbito de esa Comunidad Autónoma. Pues 
bien hoy eso es una realidad y tenemos en 
este Congreso una importante representa-
ción. Muchas gracias por asistir y bienveni-
dos a vuestra casa.

Y, finalmente, quería agradeceros a todas y a to-
dos el duro trabajo desarrollado en estos difíciles 
cuatro años, tanto desde las Secciones Sindicales, 
como desde las diferentes oficinas y los órganos de 
dirección del Sindicato,  que hacen de esta organiza-
ción las más importante y el referente laboral desde 
hace más de veinte años.

Para este Congreso, hemos elegido como idea 
central la de ¡Ahora, Justicia! 

Desde el Comité Ejecutivo creemos oportuno 
destacar el doble sentido que el enunciado congre-
sual tiene para nuestro colectivo en estos momen-
tos; sobre todo cuando nos encontramos en una 
sociedad en una clara crisis de valores. Por ello, es 
imprescindible que afrontemos el futuro con convic-
ciones firmes y unos objetivos claros, ya que no solo 
debemos reclamar los que es justo que tengamos, 
sino que tenemos que trabajar para conseguir lo que 
en justicia nos corresponde.

Todo ello, siendo conscientes de que nuestro tra-
yecto administrativo aún no ha terminado y espera-
mos que, de alguna forma, podamos volver al lugar 
al que pertenecemos. 

Nuestra inquietud, nuestro deseo, cobra más sen-
tido cuando quien dirige el Ministerio en el que nos 
encontramos procede de nuestro mismo origen y lu-
gar, el Ministerio de Justicia. 

Este último es, a mi juicio y al del Comité Ejecu-
tivo del Sindicato, el departamento ministerial que 

nos corresponde, tanto por la naturaleza de nuestras 
funciones, como por la vinculación legal de nues-
tras tareas y quehaceres diarios en la ejecución de 
la pena.

La segunda interpretación de nuestro lema con-
gresual, la “otra” justicia que demandamos, es la del 
reconocimiento, la de la recuperación de lo perdido, 
después de cuatro años regresivos que han generado 
un daño a nuestra Institución difícil de calibrar y, a 
lo mejor, difícil de regenerar. 

Se está faltando a la verdad y al respeto por lo 
democrático, cuando desde la Administración no se 
nos reconoce la mayoría legítima que los resultados 
electorales nos han otorgado y nos encontramos con 
cuatro años sin ninguna negociación en el medio pe-
nitenciario; cuatro años en los que la Secretaria Ge-
neral de Instituciones Penitenciarias se ha puesto de 
perfil para dejar pasar el tiempo.

Hemos sido suficientemente pacientes con los 
tiempos y en aras a la responsabilidad que las or-
ganizaciones sindicales tenemos como entidades 

de vertebración social, fuimos cautos y respetuosos 
por la complicada situación que atravesaba el país, y 
soportamos las duras medidas que se aplicaron por 
parte del Gobierno. 

Me refiero a la reducción salarial, las deducciones 
de días, de vacaciones o la ampliación de horario. 

Más a más, nuestra responsable de recursos hu-
manos, ha incrementado su castigo a los funciona-
rios penitenciarios con ocasión de su incompeten-
cia en la gestión de personal y nos ha condenado a 
casi toda una legislatura de gobierno sin concurso 
de traslados. Eso sí, ha roto todas las estadísticas al 
tener el dudoso honor de ser la responsable de esta 
área que mayor número de sentencias desfavorables 
ha recibido por su gestión.

La necesidad de aportar recursos humanos, tras 
años de continuado descuelgue de efectivos, así 
como el derroche económico que supone para la 

ciudadanía el tener que mantener (aun es-
tando cerradas) las nuevas construcciones 
penitenciarias, colisionan con la ceguera 
de nuestro Secretario General, teniendo en 
esta provincia un claro ejemplo con la pri-
sión de Archidona.  

Y si esto acontece en cuanto a las res-
ponsabilidades competencia de la Secreta-
ría General de Instituciones Penitenciarias, 
poco o nada tiene que envidiar, lo que les 
ocurre a nuestros compañeros de Cataluña 
donde hace escasísimas fechas, hemos te-
nido que denunciar una continua vulnera-
ción del cumplimiento de la Ley Orgánica 
General Penitenciaria y donde su “sindic de 
greuges”, recibió nuestra queja por el incom-
prensible comportamiento de la Dirección 
General de Servicios Penitenciarios hacia 
sus funcionarias y funcionarios.

El Gobierno nos ha faltado al respeto 
cuando no consintió el considerarnos auto-
ridad en el ejercicio de nuestra función ante 
la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal; en cambio, y dicho sea con todos los 
respetos, si lo habían considerado adecua-
do anteriormente con otros colectivos como 
los maestros o el personal sanitario.

Más tarde hizo lo mismo, cuando tuvi-
mos que elevar nuestras demandas ante el 
Defensor del Pueblo, al cual se han limitado, 
a no contestar.

O sencillamente, cuando la oposición política en 
pleno les enmendó su decisión por nuestra exclu-
sión del protocolo de agresiones a los empleados 
públicos en la Administración General del Estado.

La situación es por tanto crítica, pero justamente 
por ello se trata de un terreno fundamental para la 
acción colectiva, cuya estrategia va a derivar de este 
proceso congresual. 

Van a ser, dos largas jornadas de intenso debate, 
las que darán comienzo tras este acto inaugural.

Debemos actuar en el espacio del trabajo y en el 
espacio social, siendo capaces de construir un dis-
curso irradiado y acorde con los mensajes de nues-
tros compañeros y compañeras de todos los centros 
de trabajo: de los servicios centrales, de los estable-
cimientos penitenciarios dependientes de la AGE y 
de los de Cataluña.

Compañeras y compañeros. 
O negociamos, o se nos reconoce y escucha y 

empiezan a solucionarse los graves problemas que 
atravesamos, o a buen seguro, no habrá más salida 
que la movilización. Espero y deseo que las partes 
interesadas seamos capaces de entendernos.

No os quiero robar más tiempo. Voy a terminar 
con una cita del filósofo alemán Schopenhauer: 

“el destino mezcla las cartas y nosotros las juga-
mos”

Muchas Gracias, Buena suerte y buen trabajo a 
todos.

“El destino 
mezcla las cartas 

y nosotros las 
jugamos”

El mirador

José Ramón López
Presidente de ACAIP

Discurso de apertura  
del Congreso Nacional de 

ACAIP celebrado en Málaga  
del 28 de noviembre al  
1 de diciembre de 2016

Durante los días 16 a 18 de no-
viembre y en el marco de la 
Universidad de Ciencias de la 
Comunicación de la Universi-

dad de Málaga se ha celebrado el curso 
“Estrategias de la Comunicación, alerta 
temprana e intervención: aportaciones 
para la desradicalización en las prisio-
nes españolas” organizado por Acaip y 
la Fundación Sociedad y Justicia.

Durante estos tres días, han pasado 
por este curso los más reputados exper-
tos nacionales e internacionales, dando 
una visión completa de un fenómeno 
tan complejo como el integrismo yiha-
dista, con diferentes visiones y acerca-
mientos tanto al problema como a las 
soluciones.

El curso de claro contenido mul-
tidisciplinar ha contado con visiones 
antropológicas, psicológicas, jurídicas, 
de inteligencia, sindicales, políticas, pe-
riodísticas y profesionales que han con-
formado un crisol completo y complejo. 
Podemos destacar la presencia de los 
ponentes: 

Rohan Gunaratna, Director del Cen-
tro Internacional para la Violencia Po-
lítica e Investigación del Terrorismo 
Nanyang. Technological University en 
Singapur; Malkanthi Heriattarachchi, 
Psicóloga Clínica. Directora del Progra-
ma Desradicalización Sri Lanka; Dou-
nia Bouzar, antropóloga y Directora del 
Centro de prevención contra las derivas 
sectarias vinculadas al Islam (CPDSI); 
Jean Francois Forget Secretario Gene-
ral UFAP-UNSa | Sindicato francés de 
funcionarios de prisiones; Jose Ramón 
López, Presidente Nacional de Acaip;  
Laurence Clamar, Secretaria Perma-
nente SPF Justicia del Sindicato Belga 
CSC; Salvador Berdún, Funcionario de 
Instituciones Penitenciarias; Humber-
to Trujillo, Catedrático de Psicología de 
la Universidad de Granada, Departa-
mento de Metodología de las Ciencias 
del Comportamiento; Luis Martínez 
Viqueira, Teniente coronel Ejercito de 

Tierra | Profesor de la Escuela Superior 
Fuerzas Armadas Españolas; Bernardo 
Díaz Nosty, Catedrático de Periodismo y 
Director de la Cátedra UNESCO de Co-
municación de la Universidad de Mála-
ga; Pablo Sapag, Corresponsal de guerra 
Telemadrid y Profesor de periodismo de 
la Universidad Complutense de Madrid; 
Óscar Fonseca, Jefe de Tribunales e In-
terior de Vozpopuli y Georgiana Plesu, 
responsable de Planificación y Progra-
mación de la Dirección General de Mi-
gración y Asuntos de Interior de la Co-
misión Europea.

El profesor Gunaratna y la profesora 
Heriattarachchi basaron sus ponencias 
en las experiencias en procesos de des-
radicalización en Sri Lanka; el primero 
desde un punto de vista más teórico y la 
segunda como directora de los mismos, 
destacando la importante duración 
temporal (varios años) para obtener al-
gún resultado. La antropóloga francesa 
Dounia Bouzar explicó el proyecto de 
desradicalización de más de 800 fami-
lias y la creación de un programa in-
formático que opera sobre una serie de 
ítems y que indica los niveles de radi-
calización de las personas estudiadas. 
Tanto Jean Francois Forget, como Lau-
rence Clamar nos presentaron la situa-
ción de las prisiones en Francia y Bélgi-
ca respectivamente, destacando como 
el modelo francés de módulos especí-

ficos de yihadistas instaurado a partir 
de los últimos atentados en Francia ha 
sido desechado por el Gobierno. José 
Ramón López, explicó los antecedentes 
el desarrollo y la situación de los grupos 
de control y seguimiento en España, así 
como las debilidades apreciadas y las 
posibles soluciones a implementar. Sal-
vador Berdún expuso la situación y los 
antecedentes del integrismo islámico 
en las prisiones españolas. Luis Mar-
tínez Viqueira intentó aplicar los con-
ceptos más generales de la inteligencia 
en el campo del seguimiento y control 
de los integristas islámicos en prisión. 
Humberto Trujillo nos presentó las va-
riables psicológicas necesarias para la 
desradicalización y la diferenciación 
entre la desradicalización y la desvin-
culación de la violencia. Bernardo Díaz 
Nosty nos explicó los múltiples proble-
mas existentes en la cárcel digital, en las 
redes sociales –o antisociales, como lle-
gó a denominarlas- y la necesidad ética 
de una información eficaz y veraz. Pa-
blo Sapag y Oscar Fonseca participaron 
en la Mesa redonda “inmediatez digital 
frente a rigurosidad informativa”, donde 
se acercó el debate de la falta de rigor 
por el mero hecho de poder publicar 
una noticia con un minuto de antela-
ción que otro medio competidor. Final-
mente la responsable de la Comisión 
Europea Georgiana Plesu, nos explicó 
las actividades y el quehacer diario de 
la Comisión en relación con el integris-
mo islámico.

Si bien existen varias posibilidades y 
numerosos matices, se pueden extraer 
algunas conclusiones:

• Los expertos coinciden en que, aun-
que complicado, es más sencilla la 
prevención de la radicalización, que 
la desradicalización de la persona 
captada, y en este segundo caso la 
posibilidad de llevarse a cabo en Ins-
tituciones Penitenciarias es franca-
mente improbable.

Curso sobre Desradicalización en 
Instituciones Penitenciarias en la 
Universidad de Málaga
Se ha abordado el problema desde visiones antropológicas, psicológicas, jurídicas,  
de inteligencia, sindicales, políticas, periodísticas y profesionales

• En cambio, si opinan que se puede 
producir una desvinculación de la 
violencia en las personas radicaliza-
das, sin que lleguen a desradicalizar-
se.

• Es imprescindible una formación 
específica y continuada para poder 
afrontar este problema, tanto en su 
versión preventiva (diagnóstico e 
ítems de la radicalización), como en 
su versión de intervención tratamen-
tal.

• Se debe regularizar la situación ad-
ministrativa de los grupos de control 
y seguimiento, mediante estableci-
miento de un perfil del puesto de tra-
bajo, contenidos y funciones del mis-
mo, individualización de los puestos 
y su oferta en concurso de provisión 
de puestos de trabajo. 

• En el ámbito del seguimiento y con-
trol de estos internos resulta im-
prescindible la utilización de herra-
mientas informáticas adecuadas de 
análisis de redes sociales

• En un mundo globalizado y con un 
problema de yihadismo también glo-
balizado, la cooperación entre Admi-
nistraciones, Instituciones  y Estados 
es vital, debiendo asumir los organis-
mos europeos el papel de punto de 
encuentro y de desarrollo y planifi-
cación de programas de aplicación 
conjunta; situación que en estos úl-
timos diez años no se ha producido.

En estos momentos estamos traba-
jando en el montaje de los videos de las 
ponencias con las correspondientes tra-
ducciones para poder ofrecerlas próxi-
mamente, así como en la elaboración de 
un libro con los contenidos más desta-
cables del curso, para poder difundir de 
forma adecuada los aspectos más im-
portantes entre el personal interesado.

Junto con ello, se ha iniciado una 
colaboración con el Sindicato francés 
UFAP UNSa para poder presentar ante 
las instituciones europeas todos aque-
llos problemas comunes que afectan al 
sistema penitenciario. Los problemas 
de falta de personal, agresiones, infraes-
tructuras, integrismo y delincuencia 
organizada son endémicos en todos los 
sistemas penitenciarios occidentales y 
debemos intentar unir fuerzas para una 
solución global.

Finalmente, los contactos con la Co-
misión Europea se van a profundizar 
a efectos de poder actuar en diferentes 
programas europeos referidos al sistema 
penitenciario o al terrorismo integrista.

Los expertos  
entienden que aunque 

complicado, es más 
factible la

prevención de la 
radicalización, que

la desradicalización de 
la persona captada

Rohan Gunaratna Jean François Forget Dounia Bouzar Humberto Trujillo
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MILAGROS PIEDAD  
LOPEZ MARTÍNEZ

LA ENFERMEDAD MENTAL  
Y LA VIOLENCIA
El conocimiento de hechos violentos 
cometidos por enfermos mentales gra-
ves genera en el ciudadano una impor-
tante preocupación, en muchas ocasio-
nes sobrevalorada por el tratamiento 
mediático que se realiza. A pesar de que 
los sucesos violentos cometidos por 
enfermos mentales son objeto de una 
amplia difusión mediática, no constitu-
yen la realidad del problema, sino que 
son excepcionales, siendo mucho más 
frecuente, aunque no son recogidos en 
los medios de información, el hecho de 
que los enfermos mentales sean más 
víctimas de la violencia que autores de 
la misma. Finalmente, otro aspecto que 
no hay que olvidar en el ámbito de esta 
relación es la profunda reforma en el 
sistema asistencial psiquiátrico (la de-
nominada “desinstitucionalización”), 
que se realizó hace unas décadas. En 
la actualidad un aspecto central del 
estereotipo de la enfermedad mental 
es la peligrosidad y resulta clave para 
el estigma y la discriminación que su-
fren los sujetos afectados. El estereoti-
po del enfermo mental como una per-
sona violenta parece basarse en parte, 
en evidencias que identifican una tasa 
elevada de violencia en un subgrupo 
de personas con enfermedad mental y 
está asociada al concepto de peligro-
sidad como disposición psicológica 
relacionada con el riesgo de compor-
tamiento violento. Esta consideración 
parte de una visión obsoleta y en la 
medida en que la peligrosidad, como 
disposición innata, deje de aplicarse 
como elemento predictor de la violen-
cia futura, aquella visión irá desapare-
ciendo. Desde una posición totalmente 
opuesta, muchos investigadores de las 
ciencias sociales y defensores de los pa-
cientes argumentan que la relación en-
tre trastorno mental y violencia es falsa, 
prejuiciosa y aumenta el estigma del 
enfermo mental como un sujeto violen-
to. Así, numerosos autores concluyen 
que la prevalencia de conducta violen-
ta ejercida por los enfermos mentales 
es de escasa gravedad y de frecuencia 
inferior a la población general. No obs-
tante, destacados profesionales de la 
salud mental y desde el ámbito clínico, 
demuestran que la violencia es relativa-
mente frecuente en un grupo limitado 
de pacientes. 

El internamiento judicial del 
enfermo mental. El hospital 
psiquiátrico penitenciario 
Es aconsejable una reorganización más eficiente en la atención integral de los  
internos con patología mental, desde el ámbito de los técnicos de los centros
penitenciarios, hasta los Jueces de Vigilancia Penitenciaria

DISCUSIÓN
Los ordenamientos jurídicos estable-
cen, junto a las normas penales diri-
gidas a sancionar el delito, diferentes 
medidas de seguridad, que se aplican 
en sustitución de una pena o conjun-
tamente con ella, a ciertos individuos 
(inimputables), autores de un hecho 
previsto como infracción criminal, 
que, por sus especiales características 
personales, son susceptibles de un tra-
tamiento terapéutico o reeducador. La 
medida de seguridad ocupa un doble 
espacio con respecto a la pena: a) en 
determinados casos es necesaria como 
sustitutiva de esta; b) también puede 
ser impuesta conjuntamente, en aque-
llas situaciones en las que aparte de la 
culpabilidad se dé también una peli-
grosidad relevante del autor del delito 
y siempre que la forma de ejecución de 
la pena no pueda cumplir una buena 

función preventiva. Una de las medi-
das de seguridad privativas de libertad 
comprendidas en el ordenamiento ju-
rídico español es el internamiento en 
un centro psiquiátrico, que cumple, 
además de funciones terapéuticas, una 
finalidad asegurativa y defensiva. Tam-
bién hay que añadir que todo estable-
cimiento penitenciario, en general, y el 
hospital psiquiátrico penitenciario, en 
particular, ofrece una oportunidad úni-
ca para la atención preventiva y la aten-
ción crónica en una población que pre-
senta elevadas tasas de vulnerabilidad. 
El hospital psiquiátrico penitenciario 
desarrolla una función más, ya que, 
aparte de ser un centro de diagnóstico 
y asistencial para sujetos inimputables 
y para internados cuya descompensa-
ción psíquica no se pueda atender en 
un centro penitenciario ordinario (art. 
60 CP), se configura como centro de 

cumplimiento de medidas de seguri-
dad, como anteriormente hemos ade-
lantado. Por otra parte, también hemos 
de tener en cuenta la existencia de su-
jetos imputables, que en el transcurso 
del cumplimiento de su pena privativa 
de libertad padecen un trastorno men-
tal grave, que puede conllevar la sus-
pensión de la ejecución de la pena y la 
aplicación de una medida de seguridad 
de internamiento. Finalmente, tampo-
co debemos olvidar que hay enfermos 
mentales judiciales en los hospitales 
psiquiátricos no penitenciarios, si bien 
en número mucho menor, y aunque la 
patología puede ser igual de grave, la 
criminalidad, salvo en casos muy con-
cretos, suele tener menor repercusión 
social, por las propias características 
del hecho y del individuo que lo co-
mete, así como por su menor impacto 
mediático. Como hemos comentado 
anteriormente, las previsiones de cum-
plimiento de medidas de seguridad 
privativas de libertad en centros peni-
tenciarios ordinarios se recogen en los 
arts. 8.1 de la LOGP y en el art. 12 del 
Reglamento Penitenciario. Concreta-
mente, el art. 8.1 LOGP establece que 
en los establecimientos de preventivos 
“también podrán cumplirse penas y 
medidas privativas de libertad cuando 
el internamiento efectivo pendiente 
no exceda de seis meses”. Por su par-
te, el art. 12 RP prevé la posibilidad de 
“establecimientos polivalentes”, es de-
cir, establecimientos que cumplen los 
diversos fines previstos en los arts. 7 a 
11 LOGP. Ello permitiría, en principio, 
la estancia de sujetos sometidos a me-
didas de seguridad privativas de liber-
tad superiores a seis meses en dichos 
establecimientos, siempre que ello tu-
viera lugar en Unidades Psiquiátricas 
Penitenciarias (art. 183 RP) dotadas de 
medios materiales y personales ade-
cuados, para garantizar a los pacientes 
ingresados una asistencia equivalente a 
la que se da en el ámbito extrapeniten-
ciario . Recordemos también que el art. 
101.1 CP dispone que la medida de in-
ternamiento para tratamiento médico 
de los declarados exentos de responsa-
bilidad criminal ha de cumplirse en un 
“establecimiento adecuado al tipo de 
anomalía o alteración psíquica que se 
aprecie”, por lo que no existe previsión 
normativa alguna para que la estancia 
de pacientes reclusos sometidos a me-
didas privativas de libertad se lleve a 
cabo en “centros ordinarios”, dado que 
no “podrá ejecutarse pena ni medida 
de seguridad en otra forma que la pres-
crita por la ley y reglamentos que la de-
sarrollan, ni con otras circunstancias 
o accidentes que los expresados en su 
texto” (art. 3.2 CP).

Otra consideración a tener en cuen-
ta, es que los centros ordinarios care-
cen del equipo multidisciplinar que 
menciona el art. 185.1 RP, y que per-
miten “garantizar un adecuado nivel 
de asistencia”. También existen otras 
importantes carencias que les inha-
bilitan para albergar a internados psi-
quiátricos, ya que carecen de Depar-
tamentos de agudos (el equivalente 
psiquiátrico-penitenciario a las Uni-
dades de Hospitalización Psiquiátri-
ca de nuestros Hospitales generales) 
por lo que, ante brotes psicóticos de 

intensidad, los pacientes ingresados 
han de remitirse, con las dificultades 
que en ocasiones ello comporta, a las 
Unidades Hospitalarias Psiquiátricas 
de los Hospitales no penitenciarios de 
referencia. Por todo ello, es el ámbi-
to psiquiátrico penitenciario donde el 
tratamiento multidisciplinar al que se 
somete a los internados judiciales tiene 
su máxima expresión. Sin embargo, son 
varios los factores que distorsionan y 
pueden dificultar la actuación y los re-
sultados que se esperan conseguir tras 
la implantación de las diferentes me-
didas. Entre ellos, hay que destacar la 
institucionalización, la masificación de 
los centros y el fenómeno de la globa-
lización, consecuencia del incremento 
de internos de procedencia extranjera.

Una cuestión que merece una re-
flexión es si el “Sistema Nacional de 
Salud” se encuentra en condiciones de 
asumir a un colectivo como el que nos 
ocupa en el seno de su red asistencial, 
sobre todo en el caso de pacientes que 
han protagonizado graves delitos, han 
creado elevada alarma social y cuyo pro-
nóstico de peligrosidad futura es dudo-
so, lo que también, sin duda alguna, difi-
culta su regreso a la vida en comunidad. 
Un claro ejemplo lo tenemos en la excar-
celación de decenas de presos, la mayo-
ría terroristas con numerosos asesinatos 
cometidos y otros muchos delincuentes 
comunes condenados por graves delitos 
de sangre, como consecuencia de la sen-
tencia dictada por la Gran Sala del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos 
de Estrasburgo en el caso “Del Río Prada 
contra España”, en su recurso contra la 
Doctrina Parot, por la que el TS español 
modificó su jurisprudencia en lo concer-
niente a la redención de penas. Las insti-
tuciones psiquiátricas de seguridad son, 
en la práctica, inevitables, pero también 
es verdad que son necesarias institucio-
nes intermedias y, sobre todo, una red 
asistencial comunitaria que permita la 
reinserción social de los pacientes que 
han cometido delitos graves. Coincidi-
mos con Barrios, en el hecho de que si 
existen instituciones psiquiátricas de se-
guridad es porque el sistema ha fallado y 
en ocasiones autores de gravísimos deli-
tos no lo habrían cometido si se hubiera 
detectado a tiempo su condición perso-
nal y si hubieran recibido el tratamiento 
que les correspondía, y al que además 
tenían derecho. En efecto, falla el siste-
ma asistencial, sobre todo la red asisten-
cial extrapenitenciaria, para asumir pa-
cientes que ya han cumplido su medida 
de seguridad o que reúnen los requisi-
tos para una eventual sustitución de su 
internamiento por la medida de trata-
miento médico externo. Pero también la 
red psiquiátrica penitenciaria presenta 
serias carencias: es muy reducida (Ali-
cante, Sevilla y Barcelona), por lo que es 
fácil su saturación, la estructura organi-
zativa presenta deficiencias y es escasa 
la dotación de personal especializado. 
Además, tiene un claro efecto negativo 
desde el punto de vista del desarraigo, ya 
que son muchos los pacientes que se en-
cuentran a una elevada distancia de sus 
familiares (en el caso de mujeres, todas 
ellas se encuentran alojadas en el úni-
co Pabellón Psiquiátrico Penitenciario 
existente que es el Pabellón de Mujeres 
del Módulo 1 del Hospital Psiquiátrico 

Penitenciario de Alicante), a pesar de 
que el art. 191.2 RP establece: “La Admi-
nistración Penitenciaria procurará que 
la distribución territorial de las instala-
ciones psiquiátricas penitenciarias favo-
rezca la rehabilitación de los enfermos a 
través del arraigo en su entorno familiar, 
mediante los correspondientes acuer-
dos y convenios con las Administracio-
nes sanitarias competentes”. 

Pero la situación de los enfermos 
mentales internos en centros de deten-
ción ordinarios no es tampoco la ideal. 
En los centros penitenciarios españoles, 
a excepción de los centros psiquiátricos 
penitenciarios de Alicante y Sevilla y de 
la unidad de hospitalización psiquiátri-
ca penitenciaria de Cataluña (UHPP), 
la detección y tratamiento de los presos 
con patología mental recae fundamen-
talmente en los servicios médicos de 
Atención Primaria del centro, contando 
con el apoyo, generalmente a tiempo 
parcial, de médicos psiquiatras. Esta 
situación, teniendo en cuenta que las 
consultas psiquiátricas ocupan el se-
gundo lugar, por detrás de odontología, 
en número de consultas de especialista 
es claramente insuficiente, por lo que 
es aconsejable una reorganización más 
eficiente en la atención integral de los 
internos con patología mental, desde 
el ámbito de los técnicos de los centros 
penitenciarios, hasta los jueces de vigi-
lancia penitenciaria, que en una de sus 
resoluciones en el año 2008 abogaban 
por la creación de unidades psiquiátri-
cas en los centros penitenciarios.
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Los Jueces 
de Vigilancia 

Penitenciaria, ya en el 
año 2008, abogaban 

por la creación de 
departamentos 

psiquiátricos en los 
centros penitenciarios.

Como se indica en la propia norma, 
para su elaboración se han tenido 
en cuenta tanto las Directrices para 
los servicios penitenciarios y de 
probation sobre la radicalización y 
el extremismo violento del Consejo 
de Europa, como la incorporación 
de prácticas propuestas por la Red 
de Prevención de la Radicalización 
(RAN: Radicalisation Awareness 
Network)

El programa plantea un trata-
miento diferenciado en función 
de la clasificación de los internos; 
esto es a priori lógico y adecuado. 
Así en relación a los internos FIES 
del Grupo A, esto es los que se en-
cuentran cumpliendo condena o 
en prisión preventiva por activida-
des relacionadas con el terrorismo 
yihadista, se plantea fundamental-
mente una intervención intensa, 
individual y sostenida en el tiempo. 
Desde nuestro de vista debe de ser 
muy continuada en este caso ya 
que será muy difícil apartarlo de la 
influencia del grupo. En este senti-
do, la antropóloga francesa Dounia 
Bouzar ha indicado la necesidad de 
generar equipos que se turnen en 
estas funciones, posibilidad irreal e 
inexistente en nuestra Institución.

En relación con los grupos B y 
C se plantea por el contrario una 
intervención grupal, lo que pue-
de presentar un riesgo contagio de 
otros internos musulmanes.

Común a todos los grupos sería 
la asistencia de imanes moderados.

En cuanto a la fundamentación 
del programa se habla de la línea 
iniciada por el Programa de Inter-
vención en internos radicales en 
Centros Penitenciarios y se hace 
nuevamente hincapié en los indi-
cios externos de radicalización ya 
sean de carácter individual o de 
carácter colectivo. Nuevamente 
hablamos de metodologías que no 
son nuevas y que en cierto sentido 
pueden dejar pasar otros procesos 
de radicalización silenciosos. 

De otra parte el no hacer men-
ción a las metodologías tan depu-
radas de reclutamiento de los ma-
nuales de Al Qaeda y el Daesh, que 
establecen programas divididos en 
fases, con objetivos a cumplir, con 
periodos de tiempo graduables 
para cada situación y que apuestan 
por la dawa individual en lugar de 
la colectiva -ya que ofrece ventajas 
numerosas como la discreción, la 
mayor maleabilidad del individuo, 
la dificultad de rebatir argumen-
tos y el poder optar por objetivos 
preferentes para la labor de capta-
ción- supone, en nuestra opinión, 
una visión poco profunda de estos 
procesos. Se requiere un conoci-

miento profundo de las referencias 
culturales que los reclutadores usan 
en sus acercamientos, como puede 
ser el concepto de Al-Taqyya u ocul-
tación. 

EN CUANTO A SU ESTRUCTURA:
Por lo que se refiere a los  internos 
FIES del Grupo A, aunque la inter-
vención sea individual, el hecho de 
que en los Departamentos de Ais-
lamiento existan pequeños grupos 
de internos yihadistas puede supo-
ner un problema bien para evitar la 
participación y evitar el rechazo del 
grupo o bien puede suponer pro-
blemas de convivencia con el resto 
del grupo. 

Por lo que se refiere a los inter-
nos de los grupos B y C va a existir 
riesgo de contacto ideológico y de 
seguridad. Caso de participar otros 
internos musulmanes como inter-
nos de apoyo entendemos que el 
control de los mismos no puede ser 
únicamente previo sino continuado 
en el tiempo.

Entendemos, que esta instruc-
ción no puede justificar en ningún 
caso el trabajo de diez años, que es 
justo, el tiempo que las institucio-
nes europeas llevan sumidas en un 
profundo letargo. Y, además, echa-
mos en falta que en la misma no se 
haga ningún tipo de referencia o 
mención a la experiencia acumula-
da a través de los grupos de control 
y seguimiento durante todos estos 
años de actividad en nuestro país.

Quizás esta instrucción sobre 
desradicalización ha llegado tarde y 
sin tener en cuenta los últimos estu-
dios y tendencias en esta cuestión, 
principalmente en dos aspectos: 
la casi imposibilidad de conseguir 
una desradicalización en prisión - 
debido al el concepto de Al-Taqyya 
u ocultación que se genera intra-
muros-, así como olvidando el con-
cepto de desvinculación de la vio-
lencia que sí parece más plausible 
de poder conseguir en los Centros 
Penitenciarios.

En este sentido, el Gobierno 
francés que había anunciado un 
programa de intervención con este 
tipo de internos en módulos espe-
cíficos tras los últimos atentados en 
el país vecino, ya lo ha abandonado.

Al final, la inmensa mayoría de 
los expertos en esta materia están 
de acuerdo en que es mucho más 
factible la prevención de la radica-
lización como sistema de defen-
sa, que la desradicalización de los 
captados; sería importante no per-
der la perspectiva y focalizar nues-
tros esfuerzos en lo posible más 
que en lo deseable o políticamente 
correcto.

INSTRUCCIÓN 2/2016: 
Programa Marco de 
intervención en radicalización 
violenta con internos islamistas



El Congreso se desarrolló con los 
siguientes apartados: Apertura del 
Congreso, Presentación y Votación 

del Informe de Gestión; Elección de Car-
gos (Presidente Nacional, Ejecutiva Na-
cional, Comité de Garantías y Consejo 
Territorial) y Presentación y Votación de 
Ponencias.

APERTURA DEL CONGRESO
Por primera vez, se emitió en streaming 
la inauguración de un Congreso de 
Acaip; en este acto participaron Don Luis 
Deleito, Secretario General de la FEP-
USO; Don Angel Herbella, Director del 
Centro Penitenciario de Alhaurín de la 
Torre; Don Miguel Briones, Subdelegado 
del Gobierno en Málaga; Don Francisco 
De la Torre, Alcalde de Málaga y Don José 
Ramón López, Presidente de Acaip.

De estas intervenciones destacaron las 
de Luis Deleito y la del Subdelegado del 
Gobierno Miguel Briones. El primero, rea-
lizó un recorrido sobre la situación general 
de la Administración General del Estado, 
los problemas existentes y las soluciones 
necesarias. Por su parte, el segundo, desta-
có la necesidad del diálogo en esta nueva 
legislatura para solucionar los problemas 
reales y reconoció, como responsable de la 
AGE, la idoneidad de nuestra ubicación en 
el Ministerio de Justicia. Finalizó esta inau-
guración con el discurso del Presidente de 
Acaip, que tenéis completo en la página 2 
de este número.

INFORME DE GESTIÓN
El informe de gestión recoge la actividad 
del Sindicato durante el periodo 2012-
2016, abarcando los siguientes temas: 
Análisis del proceso de elecciones sindi-
cales 2015-2016, Formación, Gestión de 
los seguros del Sindicato, Desarrollo de la 
página web del Sindicato, Otros medios 
de información del sindicato, Actividad 
jurídica, Transparencia y Actividad Par-
lamentaria, Estructura Organizativa y Sa-
lud Laboral.

Para su exposición y posterior acla-
ración de preguntas participaron el 
Presidente Nacional, el Secretario de 
Organización, el Secretario de Asuntos 
Económicos y el Secretario de Salud La-
boral. Podemos destacar los siguientes 
apartados

a. Elecciones Sindicales. 
Acaip vuelve a ganar las elecciones de 
forma contundente con el 44,74% de los 
votos, por lo que nos mantenemos con 
el Sindicato mayoritario de forma ininte-
rrumpida desde 1994

Si bien se produce un retroceso res-
pecto de las anteriores elecciones, el mis-
mo se produce por situaciones concretas 
en determinados centros penitenciarios, 

el incremento de la abstención que en 
este proceso alcanzó un 38,80% frente a 
un 32% del 2012, y, finalmente, por existir 
un censo electoral menor que en el pro-
ceso anterior, debido a la pérdida de efec-

tivos por vacantes vegetativas y la inexis-
tencia de oferta de empleo público para 
su cobertura.

En relación con las Mesa de Función 
Pública, somos miembros de la de Perso-
nal Funcionarios (art. 34,1 del TREBEP), 
tenemos el 10% conjunto de funcionarios 
y laborales, pero no nos permiten la en-
trada en la mesa del art. 36,3 del TREBEP, 
Mesa General de Negociación de la AGE 
funcionarios y laborales, situación que 
tenemos judicializada

b. Formación
En el periodo 2012-2016, se han imparti-
do 40139 acciones formativas en Institu-
ciones Penitenciarias; el grado medio de 
satisfacción sobre los cursos impartidos 
en función de las encuestas realizadas 
por los propios alumnos se sitúa por en-
cima de los 8,4 puntos sobre 10.

La tendencia es la de implementar la 
mayor parte de los cursos con el sistema 
On Line, estableciendo un catálogo de 
Acciones Formativas completo y varia-
do que cada año se vea ampliado con 
nuevas incorporaciones en cada una de 
sus áreas de actuación.Finalmente, me-
diante Resolución de 21 de diciembre 
de 2012, se concede a nuestro Portal de 
Formación el Premio a las mejores actua-
ciones en la gestión de la formación para 
el empleo de las Administraciones Pú-
blicas, otorgado por el INAP, en concreto 
por las actuaciones de gestión referentes 
a: “Definición, desarrollo y publicación 
de un Portal formativo específico que sir-
va de espacio para la gestión y control de 
la oferta formativa del sindicato”.

c. Gestión de Seguros
Durante estos últimos 4 años, desde 
Acaip hemos realizado un esfuerzo en 
mejorar y modernizar la oferta de los se-
guros profesionales a todos nuestros afi-
liados, en una doble vía. Por un lado, en 
disponer de unas pólizas fiables con la 
compañías más importante de este país, 
que es Mapfre; por otro, mediante los 
cambios y mejoras e implementado una 
nueva póliza que cubre los días de baja 
por enfermedad que se descuentan en 
virtud del RDL 20/2012.

Las contingencias cubiertas por las pó-
lizas del sindicato son: accidentes labora-
les, accidentes 24 horas, muerte acciden-
tal, muerte en accidente de circulación, 
indemnización por invalidez, secuelas 
por accidentes, suspensión provisional de 
funciones, suspensión firme de funciones 
y bajas por enfermedad común.

d. Página web y medios de  
comunicación del sindicato 
La información digital del Sindicato se 
articula desde nuestra página web, que 
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dispone de más de 1.100.000 páginas 
visitadas al años y que es una de las más 
completas del espectro sindical; jun to 
con ella, se completa con las cuentas de 
Twitter y Facebook en la que se intro-
duce la información más relevante, así 
como los numerosos boletines elec-
trónicos de información que se envían 
semanalmente.

Junto con los medios digitales, tam-
bién  se utilizan los medios escritos más 
tradicionales: la información sindical 
enviada a los centros, los cuadernos pe-
nitenciarios y las publicaciones periódi-
cas de Acaip suman una oferta variada y 
complementaria entre sí y con los medios 
digitales.

En la actualidad disponemos de dos 
publicaciones periódicas, la Revista y el 
periódico Enfoque, que se alternan todos 
los meses para que cada mes siempre 
haya una publicación de imprenta en los 
centros. 

En este periodo de tiempo se ha crea-
do el periódico Enfoque con la vocación 
de cubrir una serie de posibilidades dife-
rentes que las ya cubiertas con la Revista. 
De esta forma, se tiran 20.000 ejemplares 
en cada número, de los cuáles, cerca de 
1000 se individualizan y se envían a todos 
los mandos penitenciarios y los más im-
portantes del Ministerio del Interior, a to-
das las Delegaciones y Subdelegaciones 
del Gobierno, a los Juzgados de Vigilan-
cia Penitenciaria, a todos los miembros 
de las Comisiones de Interior, Justicia y 
Administraciones Públicas del Congreso 
y del Senado y a los medios de comuni-
cación más importantes, con la intención 
de dar visibilidad externa a nuestra Insti-
tución y sus problemas.

e. Salud Laboral
En el último Congreso Nacional de Acaip 
celebrado en Alcalá de Henares en octu-
bre del 2012 se aprobó la modificación de 
los Estatutos del Sindicato para incluir en 
ellos como órgano unipersonal del Comi-
té Ejecutivo Nacional la figura del Secre-
tario de Salud Laboral. Las actuaciones 
más destacadas han sido las siguientes:

• Después de muchas reuniones, se ha 
conseguido la firma de un protocolo 
específico entre Muface y la Adminis-
tración Penitenciaria para la asisten-
cia de accidentes laborales en materia 
de riesgo biológico, mejorando de 
manera sustancial la situación exis-
tente.

• Se ha mejorado los guantes de cacheo 
que se entregan a los funcionarios, 
pasando de un nivel a un nivel de an-
tipinchazo; si bien se debe seguir me-
jorando pues lo necesario es que sean 
de nivel 4.

• Se han mantenido numerosas reunio-
nes con todos los grupos parlamenta-
rios, con la Inspección de Trabajo, en 
el Defensor del Pueblo para que to-
men conciencia de lo injusto de haber 
excluido a prisiones de los protocolos 
de violencia den el trabajo; esta situa-
ción se ha culminado con la Proposi-
ción no de Ley aprobada en el Con-
greso y de la que tenéis un artículo en 
exclusiva en este número.

El informe de Gestión se aprobó por 167 
votos a favor, 17 abstenciones y 4 en con-
tra.

ELECCIÓN DE CARGOS
Para el cargo de Presidente Nacional 
sólo hubo una candidatura, la de José Ra-
món López (Madrid II), y la votación fue 
de 184 votos a favor y 4 abstenciones.
El Comité Ejecutivo propuesto fue el 
siguiente: Ignacio Hernández (Vallado-
lid), José Luis Pascual (Topas), Alberto 
Téllez (Valencia), Francisco José Mace-
ro (Málaga), Pablo Viedma (Jaén), Juan 
Carlos Sánchez (Puerto II), María Trigo 
(Sevilla II), Eduardo Rodríguez (Due-
ñas), José Antonio Cartón (León), Juan 
Enrique Mosquera (A Lama), Jerónimo 
Martín (Madrid III), José Manuel Bretón 
(Madrid VI), José Manuel Fernández 
(Castellón I), Oscar Alonso (Daroca), 
Inmaculada Sánchez (Teruel), Miguel 
Angel Peña (Araba) y José Antonio Gu-
tiérrez. Fue ratificada por 184 votos a fa-
vor y 4 abstenciones

Para el Comité de Garantías se pre-
sentaron 7 candidatos, siendo el resulta-
do de la votación el de Marcelino Llanos 
(Herrera de la Mancha) 121 votos,  José 
Manuel Salvador (Topas) 116,  Juan Fran-
cisco Martínez (Alicante II) 81, Cecilio 
Bravo (Melilla) 74, José Manuel Vicente 
(Badajoz) 62, Juan Armenteros (A Lama) 
56 y Pedro Vázquez (Teixeiro) 50. Son ele-
gidos los tres con mayor votación y que-
dan como suplentes, en su orden, el resto
Finalmente, el Consejo Territorial (ór-
gano consultivo entre Congresos) está 
formado por: Andalucía: Virginia Virse-
da (Puerto I) y José Alejandro Caballero 
(Sevilla); Aragón: María Jesús Fuertes 
(Teruel); Asturias: Agustín Fontanil (Vi-
llabona); Baleares: Diego Carlos Da-
rrieux (Menorca) y Pedro Antonio Ruiz 
(Mallorca); Cantabria: Jesús Calvo (El 
Dueso); Castilla y León: Valentín Ortiz 
(Topas) y Valentín Gómez (Burgos); Cas-
tilla La Mancha: Óscar Barroso (Ocaña 
II) y Mar Téllez (Ocaña I); Canarias: He-
raclio Gil (Las Palmas I) y César Prieto 
(Tenerife); Cataluña: María del Carmen 
Alcayna (Quatre Camins) y Juan Carlos 
Sánchez (Brians I); Ceuta: Guillermo 

González (Ceuta);  Extremadura: Dio-
nisio Iglesias (Cáceres); Galicia: Juan Ar-
menteros (A Lama) y Tito García (Oren-
se); Madrid: Roberto Bajo (Madrid VII) 
y Juan José Rolania (Madrid II); Melilla: 
Rubén Cuende (Melilla); Murcia: Fran-
cisco Mauri (Murcia II); Navarra: José 
Jesús García (Pamplona I); País Vasco: 
Juan Carlos Díaz (Basauri); Rioja: Jorge 
Miguel Cabezas (Logroño);  Valencia: 
Nicolás López (Valencia) y Joaquín Leyva 
(Alicante I).

PONENCIAS Y CONCLUSIONES
Si los congresos siempre son oportunos 
y deseables en una organización sindi-
cal, este nos ha llegado, sin duda, en un 
momento crucial de la Institución Pe-
nitenciaria. Al inicio de una legislatura 
que deberá suponer la recuperación de 
todo lo arrebatado en estos años por la 
Administración y, también, el regreso a 
unas condiciones laborales que han sido 
deterioradas por el hacer irresponsable 
de unos gestores que no merecemos los 
trabajadores penitenciarios.

Esta Organización, con su estructura 
y presencia en todos y cada uno de los 
centros de trabajo, visualiza perfecta-
mente la preocupante situación a la que 
se ha llevado el trabajo en Instituciones 
Penitenciarias, a la vez que gracias al 
enorme capital humano que tenemos 
en las secciones sindicales podemos 
y de hecho estamos en disposición de 
afrontar, una acción conjunta en la que 
no solo reclamemos lo que es justo que 
tengamos, sino que trabajemos en la 
consecución de lo que en justicia nos 
corresponde.

El artículo 25.2 de la Constitución 
Española, establece que “Las penas pri-
vativas de libertad y las medidas de segu-
ridad estarán orientadas hacia la reedu-
cación y reinserción social…”. 

Coloca, por lo tanto, nuestro trabajo 
dentro del capítulo dedicado a los De-
rechos Fundamentales y la Libertades 
Públicas. Es decir dentro del apartado 

de mayor importancia de nuestra car-
ta magna. Por lo tanto es hora de que 
nuestro trabajo se vuelva a considerar, de 
verdad, por las administraciones, como 
lo que es: una parte fundamental de los 
mandatos constitucionales en el ámbito 
de la ejecución penal.

La Ley Orgánica General Penitencia-
ria, cuando se promulgó, establecía en su 
artículo 79 que “Corresponde a la Direc-
ción General de Instituciones Penitencia-
rias del Ministerio de Justicia la dirección, 
organización e inspección de las Institu-
ciones…”.

Una Ley, de la que todos los políticos 
de este país han presumido internacio-
nalmente, nos colocaba donde debíamos 
de haber estado siempre, en el Ministerio 
de Justicia, como parte inequívocamen-
te fundamental, del cumplimiento del 
mandato constitucional. Y esa petición 
va ser enarbolada por nuestra organiza-
ción.

En el Congreso también se ha estable-
cido que la prioridad en este momento 
debe ser solucionar el problema de falta 
de personal, la consecución de una Ofer-
ta de Empleo Público que sea suficiente 
para cubrir las vacantes existentes y ga-
rantizar una prestación del servicio ade-
cuada; sin atacar este problema es muy 
difícil poder solucionar otros que en mu-
chos casos se derivan de él.

Otra decisión importante es la crea-
ción de la Secretaria de Prensa dentro de 
la Ejecutiva Nacional, a efectos de orde-
nar las múltiples relaciones con los me-
dios de comunicación. Además se va a 
estudiar la posibilidad de la crear un pre-
mio de periodismo en materias relacio-
nadas con Instituciones Penitenciarias 
de carácter anual.

Un tema que preocupa de manera 
importante en los Centros es la situación 
de los enfermos mentales en prisión; en 
la actualidad muchos de ellos están pro-
vocando incidentes y agresiones y no 
existe por parte de la Administración 
una línea de actuación clara y determi-
nada. Por eso se va a preparar un estudio 
que se presentará a la Administración, 
en el que se recoja la situación actual, las 
debilidades existentes y las actuaciones 
a tomar en relación con esta tipología de 
internos.

Otra decisión adoptada es la de uti-
lizar en esta legislatura de forma mucho 
más importante y continuada la colabo-
ración con los partidos políticos, ya que 
nos encontramos en un momento políti-
co en el que el Gobierno no tiene control 
parlamentario y puede perder numero-
sas votaciones tal como ya está ocurrien-

do y debemos presionar en todos las 
líneas posibles.

También ha existido un  
compromiso a intentar ante 

la Administración el cambio 
de nombre del Cuerpo de 

Ayudantes por uno más 
acorde con los tiempos 

y las funciones realiza-
das

Finalmente, se es-
tableció con claridad 
que en esta legisla-
tura si no se negocia 

y se empiezan a solu-
cionar los graves proble-

mas que padecemos el Sindica-
to convocará movilizaciones.

 ¡¡GRACIAS VALENTÍN!!

Después de 26 años de Secretario General del Sindicato, Va-
lentín Llamas deja de ser miembro de la Ejecutiva ante su 
próxima jubilación.

Valentín fue uno de los fundadores de nuestra orga-
nización; ya en los años 1988 y 1989, con las primeras 
cartas y asambleas para crear la “Coordinadora del Cuer-
po de Ayudantes”. Lo más difícil siempre es tener ideas 
y poder llevarlas a cabo, y Valentín tenía en su cabeza la 
necesidad de la existencia de Acaip en nuestro ámbito

Siempre ha estado al frente de nuestra organiza-
ción, siempre ha dado la cara y ha arrima-
do el hombro, con honestidad, carisma y 
liderazgo.

Acaip es lo que es hoy en día 
gracias a ti y a otros compañeros 
como tú y por eso quiero darte 
las gracias, a ti a tu familia 
por todo el tiempo que les 
has robado para este pro-
yecto.

Te conozco desde hace 
27 años y sé que cuando 
te necesitemos estarás, 
porque lo llevas en tu san-
gre y en tu corazón. Por todo 
eso gracias Valentín (o abuelo que 
es como te he llamado siempre). 

José Ramón López
Presidente de Acaip

 ELECCIONES  
 SINDICALES 2016

Votos Mesas Propias 5.662

Votos Mesas  
Compartidas

723

Total Votos 6.385

Porcentaje 44,74%

Delegados  
Mesas Propias

195

Delegados Mesas 
Compartidas

29

Delegados Totales 224

 ARTÍCULO 36,3 EBEP

Funcionarios Laborales Total

CSI-F 589 317 906

CC.OO. 451 367 818

UGT 346 347 693

USO 288 143 431

OTROS 844 228 1072

TOTAL 2518 1402 3920

 SEGUROS

Años Siniestros Indemnización

2013 482 430.979

2014 785 630.518

2015 787 560.711

2016 535 236.702

TOTAL 2589 1.858.910
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MARIA PILAR CASADO FUNES

La Constitución Española de 27 de di-
ciembre de1978 abre su articulado con 
una declaración de principios y tras la 
proclamación del Estado Español como 
Estado Social y Democrático de Derecho 
–con las connotaciones políticas que de 
ello derivan- afirma contundentemente 
que los “Valores Superiores del Ordena-
miento Jurídico” son “la Libertad, la Jus-
ticia, la Igualdad y el Pluralismo Político”

La Carta Magna, dedica el Título Pri-
mero a “los Derechos y Deberes Fun-
damentales”, estructurándolo en cinco 
Capítulos precedidos por el importante 
art. 10: “1. La dignidad de la persona, los 
derechos inviolables que le son inheren-
tes, el libre desarrollo de la personalidad, 
el respeto a la ley y a los derechos de los 
demás son fundamento del orden políti-
co y de la paz social. 2. Las normas relati-
vas a los derechos fundamentales y a las 
libertades que la Constitución reconoce 
se interpretarán de conformidad con la 
Declaración Universal de Derechos Hu-
manos y los tratados y acuerdos interna-
cionales sobre las mismas materias rati-
ficados por España.”

De esta colocación en el articulado de 
la Norma Suprema se derivan importan-
tes consecuencias practicas al configu-
rarse como pórtico hermenéutico y fun-
damentador de los “Derechos y Deberes 
fundamentales” proclamados, debiendo 
la dignidad de la persona y los derechos 
inviolables que le son inherentes ha-
llarse presentes en la declaración, in-
terpretación, aplicación y desarrollo del 
contenido de cada uno de los derechos, 
libertades y deberes constitucionalmen-
te declarados. 

Igualmente se impone la interpreta-
ción de los mismos conforme a los Tra-
tados Internacionales ratificados por 
España y la Declaración Universal de 
Derechos Humanos (DUDH). La refe-
rencia expresa a esta Declaración permi-
te la aplicación por vía interpretativa de 
la misma lo que de otro modo, y sin per-
juicio de su obligatoriedad moral y políti-
ca, no tendría consecuencias jurídicas al 
tratarse de una Declaración y no reunir 
los elementos que configuran el concep-
to de Tratado, toda vez que no ha sido 
objeto de autorización parlamentaria, ni 
de publicación en el BOE, requisito éste 

Violencia  
de género y
Administración 
penitenciaria
La violencia de género se manifiesta como el símbolo más 
brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad

exigido para que el Tratado válidamente 
celebrado forme parte del Ordenamien-
to Jurídico Español (art.94 y 96 C.E. y art. 
1.5 Cc).

La Igualdad, proclamada como valor 
superior del Ordenamiento Jurídico, se 
desarrolla en la Constitución en dos ver-
tientes o planos diferenciados:

Principio de Igualdad Formal o prin-
cipio de igualdad ante la ley: recogido 
en el articulo 14 que señala que “los es-
pañoles son iguales ante la ley, sin que 
pueda prevalecer discriminación alguna 
por razón de nacimiento, raza, sexo, reli-
gión, opinión o cualquier otra condición 
o circunstancia personal o social”, dada 
su ubicación sistemática en el articulado 
de nuestra Norma Fundamental se con-
vierte en pórtico del catálogo de “Dere-
chos y  Libertades” recogidos en el Ca-
pitulo II del Titulo I, pareciendo querer 
resaltar la importancia del principio y su 
carácter subyacente en todos los Dere-
chos y Libertades Constitucionales. 

 Principio de igualdad material o 
principio de igualdad en la ley: la igual-
dad formal es necesaria pero insuficien-
te por si sola,  por ello el sistema jurídico 
español da un paso más allá en el art. 9.2 
C.E., ordenando  a los poderes públicos 
promover las condiciones para que la 
libertad y la igualdad del individuo y de 
los grupos en que se integra sean reales 
y efectivas; remover los obstáculos que 
impidan o dificulten su plenitud y fa-
cilitar la participación de todos los ciu-
dadanos en la vida política, económica, 
cultural y social. La forma más patente 
de discriminación es tratar por igual a 
los desiguales, admitiéndose sobre esta 
base constitucional, formas de discri-
minación positiva que conduzcan a esa 
igualdad real y efectiva.

 La violencia de género se manifiesta 
como el símbolo más brutal de la des-
igualdad existente en nuestra sociedad. 
Se trata de una violencia que se dirige 
sobre las mujeres por el hecho mismo 
de serlo, por ser consideradas, por sus 
agresores, carentes de los derechos mí-
nimos de libertad, respeto y capacidad 
de decisión. 

La Violencia de Genero no es un deli-
to invisible, produce un rechazo colecti-
vo y una gran alarma social. Los Poderes 
Públicos, con fundamento en la norma-

Oportunidades 2014-2016, aprobado 
en Consejo de Ministro de 7 de Marzo 
de 2014, en su medida 72 señala literal-
mente respecto a la erradicación de la 
Violencia contra la Mujer, la necesidad 
de “fomentar la coordinación para la 
protección a las víctimas de violencia 
de género, a través del Sistema de se-
guimiento integral de los casos de vio-
lencia de género – Viogen-“. El objetivo 
de dicho sistema es mejorar la protec-
ción a las víctimas de violencia de gé-
nero, para ello es necesaria la coordina-
ción integral de los diferentes agentes 
que conocen y gestionan, medidas y 
penas relativas a delitos encuadrado en 
Violencia de Género, entre los que se 
encuentra Instituciones Penitenciarias, 
que albergan internos que se encuen-
tran preventivos o penados cumplien-
do condena en los Establecimientos 
Penitenciarios.”

La Institución Penitenciaria se ha 
convertido, en responsable y garante de 
la seguridad de las víctimas de estos deli-
tos violentos, en un doble sentido:

1. Al amparo de lo dispuesto en el Art. 
544.ter. Apado. 9 de  la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal, creando siste-
mas de comunicación y alerta para 
que la información sobre las excar-
celaciones de los agresores llegue 
eficazmente a las víctimas por los ser-
vicios sociales y policiales pertinen-
tes. Señala el citado artículo que “La 
orden de protección implicará el de-
ber de informar permanentemente a 
la víctima sobre la situación procesal 
del imputado así como sobre el alcan-
ce y vigencia de las medidas cautela-
res adoptadas. En particular, la vícti-
ma será informada en todo momento 
de la situación penitenciaria del pre-

tiva Internacional y Constitucional, están 
obligados a actuar, a promover las con-
diciones necesarias para que  la igual-
dad formal se proyecte en una igualdad 
material, para lograr la libertad y la igual-
dad de todos los ciudadanos, hombres y 
mujeres, estableciendo medidas de dis-
criminación positiva y actuando frente a 
estos abominables hechos que se dirigen 
contra las mujeres por ser sencillamente 
mujeres. A esta necesidad responde la 
Ley Orgánica 1/04, de 28 de diciembre, 
de Medidas de Protección Integral con-
tra la Violencia de Género que aborda 
la problemática de un modo integral y 
multidisciplinar, estableciendo medidas 
de protección integral cuya finalidad es 
prevenir, sancionar y erradicar esta vio-
lencia y prestar asistencia a sus víctimas. 

El art. 1 de la Ley 1/04 define la Vio-
lencia de Genero como la que es “mani-
festación de la discriminación, la situa-
ción de desigualdad y las relaciones de 
poder de los hombres sobre las mujeres, 
se ejerce sobre éstas por parte de quie-
nes sean o hayan sido sus cónyuges o de 
quienes estén o hayan estado ligados a 
ellas por relaciones similares de afectivi-
dad, aun sin convivencia”. “Comprende 
todo acto de violencia física y psicológi-
ca, incluidas las agresiones a la libertad 
sexual, las amenazas, las coacciones o la 
privación arbitraria de libertad”

La penalización necesaria de estas 
nuevas conductas ha supuesto el incre-
mento de la población penitenciaria, 
hasta el punto que los internos conde-
nados por delitos de Violencia de Géne-
ro constituyen numéricamente el tercer 
grupo más importante en prisión, tras 
los condenados por delitos relativos al 
orden socioeconómico y contra la salud 
pública.

El Plan Estratégico de Igualdad de 

La penalización necesaria de estas
nuevas conductas ha supuesto el incremento 
de la población penitenciaria, convirtiéndose

numéricamente en el tercer
grupo más importante en prisión

La actuación de la Administración
Penitenciaria está orientada a  

salvaguardar los derechos de las  
víctimas de los delitos de  

Violencia de Género
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sunto agresor. A estos efectos se dará 
cuenta de la orden de protección a la 
Administración penitenciaria”. 

2. Mediante la elaboración, desarrollo 
y aplicación de Programas de Tra-
tamiento eficaces dirigidos a la ree-
ducación y reinserción social de los 
sentenciados mediante la prevención 
de posibles agresiones futuras, mo-
dificando las causas últimas de esa 
violencia de género, eliminando o 
minimizando la probabilidad de que 
se repitan.

Estas dos obligaciones de la Adminis-
tración Penitenciaria se desarrollan a lo 
largo de este artículo. 

MODIFICACIÓN DE SITUACIÓN 
PENITENCIARIA, SALIDAS AL 
EXTERIOR Y PRECEPTIVAS 
COMUNICACIONES.
La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de Di-
ciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género 
estableció como uno de sus principios 
rectores en el artículo 2, apdo h) la ne-
cesidad de “coordinar los recursos e 
instrumentos de todo tipo de los dis-
tintos poderes públicos para asegurar 
la prevención de los hechos de violen-
cia de género y, en su caso, la sanción 
adecuada a los culpables de los mis-
mos”.

A la articulación de esta coordinación 
responde el “Protocolo de actuación 
para todas las salidas y modificaciones 
de situación penitenciaria de personas 
encausadas o condenadas por delitos 
de Violencia de Genero” diseñado por 
la Administración Penitenciaria, a tra-
vés de la Subdirección General de Tra-
tamiento y Gestión Penitenciaria, dado 
el 17 de abril de 2009, estableciendo las 
pautas a seguir. 

En 2006, el Consejo de Ministros, 
aprobó el Catálogo de Medidas Urgentes 
contra la Violencia de Género, creando 
las Unidades contra la Violencia sobre la 
Mujer (UNVIMU) con funciones de  apo-
yo a la protección integral de las víctimas 
y el seguimiento de las situaciones de 
violencia de género que se produzcan en 
cada provincia.  Es a esta Unidad a la que 
se realizan  las referidas comunicacio-
nes, así como a las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, tal y como aparece dispuesto 
en el Protocolo de 17 de abril de 2009. 

 La Institución Penitenciaria ha esta-
blecido un Modelo Unificado de Notifi-
caciones cumplimentadas, a través del 
Sistema de Información Penitenciaria, 
SIP,  y remitidas vía fax, por la Oficina de 
Gestión a las distintas instituciones im-
plicadas –UNVIMU y Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad-  de todos los actos judi-
ciales o administrativos que supongan 
la salida y/o excarcelación y otros movi-
mientos intrapenitenciarios de internos 
condenados o encausados por delitos 
de violencia de género. Si bien, la línea 
de trabajo y los esfuerzos se centran en 
conseguir la conexión y el traspaso infor-
mático directo de los datos relativos a la 
Violencia de Género desde el SIP al Sis-
tema VioGén. 

En tanto esta conexión directa no se 
produzca, los actos susceptibles de co-
municación son:

pena privativa del derecho, sin perjui-
cio de que con arreglo al art. 51 L.O.G.P 
y art. 41 R.P. puedan ser restringidas 
motivadamente por la Dirección aten-
diendo a razones de seguridad, interés 
del Tratamiento o buen orden del Esta-
blecimiento y en todo caso  bajo el con-
trol del Juez de Vigilancia Penitenciaria 
ante el que el interno podrá formular 
recurso. 

En ocasiones se produce el ingre-
so de un interno condenado a pena de 
prisión no por un delito de Violencia de 
Genero sino por un delito de quebran-
tamiento de una orden de alejamiento o 
una pena de prohibición de aproxima-
ción y/o comunicación –delito contra la 
Administración de Justicia-, en estos ca-
sos se impone para la Oficina de Gestión 
de los Establecimientos la averiguación 
del estado del procedimiento en el que 
se acordó la orden de alejamiento, si la 
misma continúa vigente, si ha recaído 
sentencia absolutoria o condenatoria 
y en su caso liquidación de la pena de 
prohibición de aproximación y/o comu-
nicación existente para evitar todo tipo 
de contacto del interno con la mujer a 
la que se refiera la prohibición; para ello 
y dado que en los hechos probados no 
suele aparecer ni el tribunal ni la identi-
ficación de la causa en la que se acordó 
la orden de alejamiento o se impuso la 
pena prohibitiva de derechos, será fun-
damental la comunicación y consulta a 
la UNVIMU que facilitará la información 
requerida. 

La casuística es variada, pero siempre 
ha de presidir el mismo principio orien-
tador en la actuación de la Administra-
ción Penitenciaria dirigido a salvaguar-
dar los derechos de las víctimas de los 
delitos de Violencia de Género. 

Cuando se produzca el traslado a otro 
Centro Penitenciario de los internos a los 
que nos estamos refiriendo, se comuni-
cará a la UNVIMU y a las FFCCSSEE.

 2.-Libertad Definitiva. Se informa-
rá a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado y a la UNVIMU, con un mes 
de antelación, tratándose de Libertad 
Provisional, en el momento de recibir el 
Mandamiento de Libertad, al tiempo de 
la excarcelación.

3.- Libertad Condicional. Cuando la 
Junta de Tratamiento eleve al Juzgado 
de Vigilancia Penitenciaria el Expediente 
de Libertad Condicional, y con indepen-
dencia de que el pronóstico de reinser-
ción social sea favorable o desfavorable 
–dado que el sentido del pronóstico no 
vincula al Órgano Judicial-, se comuni-
cará a la UNVIMU y a las    FFCCSSEE. 

Recibido el Auto de concesión de la 
libertad condicional, inmediatamente 
se notifica la misma a la UNVIMU y a las 
FFCCSSEE, indicando la fecha de excar-
celación. Si, por tener el interno las tres 
cuartas partes o los o dos tercios de la 
condena ya cumplidos, la excarcelación 
se fuera producir el mismo día de reci-
birse el Auto, la notificación se hará sin 
demora, en el acto y vía fax. Cuando se 
produzca un cambio de destino en el li-
berado condicional, por asignarle otro 
Centro Penitenciario, tal extremo será 
igualmente notificado a las mismas ins-
tituciones.

Maria Pilar Casado Funes  es Sub-
directora de Régimen en Almería.

PRIMERA PARTE

La autora del artículo, Maria Pilar Casado.

1.- Ingresos. El Centro Penitenciario 
comunicará a la UNVIMU, adscrita a la 
Delegación o Subdelegación del Go-
bierno, el ingreso de cualquier interno 
condenado o encausado por violencia 
de género, así como a las FFCCSSEE. Si 
se trata de otro delito contra la vida o la 
integridad física en que la víctima es, o 
ha sido, su cónyuge o persona que esté 
o haya estado ligada a él por análoga re-
lación de afectividad, también se notifi-
cará a las dos entidades.

Estos delitos llevan aparejada como 
pena la prohibición de aproximación 
y/o comunicación con la víctima, la 
oficina de Gestión deberá solicitar del 
Tribunal Sentenciador la liquidación 
de dicha pena. De la orden de aleja-
miento –medida cautelar-  o la pena 
de prohibición de comunicar se dejará 
constancia en los diferentes programas 

de comunicaciones y gestión de llama-
das colaborando al cumplimiento de la 
pena y evitando que la prohibición sea 
quebrantada.

La Orden de Alejamiento, adoptada 
como medida cautelar, tiene una dura-
ción vinculada al propio procedimiento 
pudiendo ser modificada, mantenida o 
dejada sin efecto a lo largo del mismo. 
Recaída la Sentencia o bien se levanta-
rá el alejamiento o se convertirá en una 
pena de prohibición de aproximación 
y/o comunicación abonándose al cum-
plimiento de la pena todo el tiempo de 
privación cautelarmente sufrido. 

Las comunicaciones entre el con-
denado y la mujer a la que se refiere la 
prohibición de aproximación y/o co-
municación no pueden ser restringi-
das o prohibidas válidamente por los 
Centros Penitenciarios más allá de los 
limites fijados en la liquidación de la 
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Acaip y UGT denuncian 
“trato de favor” de la 
dirección de la cárcel 
hacia Andrés Bódalo
Los sindicatos Acaip y UGT han de-
nunciado “trato de favor” de la direc-
ción del centro penitenciario de Jaén 
hacia Andrés Bódalo interno en la 
cárcel desde marzo de este año para 
cumplir una pena de tres años y me-
dio por agredir al teniente de alcalde 
de Jódar (Jaén) en el transcurso de 
una protesta jornalera en 2012.
Tanto Acaip como UGT lo han denun-
ciado en un comunicado conjunto 
en el que argumentan que existe una 
norma en los módulos de respeto se-
gún la cual el interno sancionado con 
falta grave o muy grave debe de ser ex-
pulsado de dicho módulo. 

Presentada en el Congreso 
una iniciativa para 
evitar agresiones a los 
funcionarios de prisiones
El diputado del PSOE David Serra-
da ha registrado una petición en 
el Congreso de los Diputados en la 
que solicita la comparecencia, en la 
Comisión de Interior de la Cámara 
Baja, del Secretario General de Ins-
tituciones Penitenciarias para que 
informe sobre las agresiones que se 
están produciendo en los centros 
penitenciarios de manera reiterada, 
muchas de ellas y las últimas de ma-
nera reciente en el centro de Topas, 
sobre las razones o las causas de las 
mismas, y las medidas que se van a 
adoptar para hacerlas frete y evitar-
las.

Interior eleva a 34,6 
millones el gasto anual 
en la polémica seguridad 
privada de las cárceles

Ombuds es la gran triunfadora del 
concurso al hacerse con tres de los 
cuatro lotes en los que se ha dividi-
do el contrato. El cuarto ha sido para 
una UTE formada por Coviar, Sabico 
y Prosetecnica. ACAIP, el sindicato 
mayoritario en Prisiones, lo califica de 
“derroche” por el “ineficaz” servicio 
prestado por estos vigilantes. Menos 
presos, más gasto en seguridad priva-
da. Mientras el número de internos en 
los cárceles españolas se ha reducido 
en más de 14.000 reclusos desde 2009, 
el Ministerio del Interior (que dirige 
Juan Ignacio Zoido  gastará más dinero 
que nunca en contratar 800 vigilantes.

Ciudadanos urge al 
Gobierno a tomar 
medidas ante las 
agresiones en prisiones

El grupo parlamentario de Ciudada-
nos ha urgido al Gobierno a tomar 
medidas ante la “preocupante ola de 
agresiones” que sufren los funciona-
rios de prisiones, para quienes recla-
man su inclusión en el Plan Nacional 
de Agresiones de la Administración 
General del Estado. La formación ha 
registrado dos preguntas al Gobierno 
aludiendo a la situación de “estrés” que 
padecen los funcionarios al carecer de 
materiales como guantes de cacheo. 
Según Ciudadanos, estos guantes son 
anticorte “pero no son antipinchazo”, 
siendo la diferencia de precio entre 
ambos de tan solo un euro.

PSOE planteará preguntas 
al Gobierno del PP ante los 
problemas que presenta la 
prisión de la capital
El PSOE de Huelva va a plantear una 
batería de preguntas al Gobierno del 
PP “ante los problemas que presen-
ta la prisión de Huelva y la falta de 
respuestas al colectivo”. Así lo ha ex-
puesto la diputada nacional, Josefa 
González Bayo, quien ha mantenido 
un encuentro con representantes del 
sindicato ACAIP, en la que también 
han estado presentes el senador Ama-
ro Huelva y el parlamentario andaluz 
Jesús Ferrera. En un comunicado de la 
formación socialista, González Bayo 
ha indicado que “este penal necesita 
de una especial atención por parte del 
Gobierno, dado que presenta muchas 
carencias y no se atienden las reivindi-
caciones para que se mejoren las con-
diciones tanto de los internos como 
de las trabajadores de la prisión”.

El tráfico de móviles en las 
cárceles también utiliza 
‘mulas’

Familiares de los presos introducen 
pequeños dispositivos escondidos en 
sus cavidades corporales durante los 
vis a vis.
Que algunos líderes de mafias o ban-
das juveniles continúen dando órde-
nes a sus secuaces desde el interior de 
una cárcel es chocante. No deja de sor-
prender que, con todas las restriccio-
nes y medidas de seguridad que hay en 
los centros penitenciarios, logren se-
guir manejando todos los hilos de los 
business que controlaban en la calle. 
Uno acaba relacionando semejantes 
privilegios con cualquier trama de co-
rruptela cuyo protagonista no es más 
que una de las manzanas podridas del 
sistema, que ofrece móviles al estilo 
Corleone al tiempo que escupe una 
frase tipo “Algún día, que quizá nunca 
llegue, te pediré que hagas algo por mí”.ACAIP alerta sobre la avanzada edad 

de los trabajadores de la cárcel, con 
una media de 55 años.

La Agrupación de los Cuerpos de 
la Administración de Instituciones 
Penitenciarias (ACAIP) ha advertido 
del envejecimiento de la plantilla de 
trabajadores actualmente adscritos 
a la macroprisión de Asturias, con 
una media de edad que ronda los 
55 años, especialmente en áreas de 
Vigilancia. El sindicato mayoritario 
en la cárcel asturiana ha asegurado 
que la situación será «insostenible» 
en el plazo de cinco años si la Secre-
taría General de Instituciones Peni-
tenciarias no se replantea la política 
de personal y aborda sin dilación la 
necesidad de ampliar la dotación de 
efectivos con savia nueva y más reju-
venecida que esté en plenas condi-
ciones físicas y psíquicas. De seguir 
la tendencia actual, podría darse el 
caso de que hubiera funcionarios 
con 65 años realizando labores de 
control a los internos en los módulos.

Los representantes del sindica-
to han elaborado un informe muy 
detallado sobre el grupo de edades 
predominante en cada área que con-
forman la prisión asturiana. El estu-
dio ha puesto de manifiesto el riesgo 
que se corre en el caso de que no se 
ponga coto a esta situación, especial-
mente por la falta de personal. Según 
los datos que maneja Acaip, actual-
mente hay más de 50 vacantes y las 
expectativas no son optimistas.

En Villabona hay actualmente 
1.306 internos y 422 funcionarios re-
partidos entre las distintas áreas de 
trabajo: un total de 236 correspon-
den al área de Vigilancia y 186 al resto 
de áreas, como oficinas, área mixta, 
tratamiento y sanitaria. De estos tra-
bajadores, no hay ninguno menor de 
35 años, siendo la media de edad de 
55 años. Los 345 trabajadores mayo-
res de 50 años representan el 81,7% 
del global, y en esta horquilla, hay 
190 que pertenecen al área de Vigi-
lancia, lo que supone el 45% de los 
trabajadores del centro penitenciario 
y el 80,5% de los trabajadores de Vi-
gilancia.

El peligroso envejecimiento 
de la plantilla de 
funcionarios de Villabona

El Ministerio del Interior ha desembolsado 
en los últimos cuatro años (ejercicios 2012, 
2013, 2014 y 2015) un total de 112.137 eu-
ros para pagar la factura telefónica de una 
quincena de altos cargos de Instituciones 
Penitenciarias que disponen de una línea 
móvil sufragada con el erario público. El 
‘ranking’ lo lidera Enrique Caracuel Gon-
zález, subdirector general de Servicios 
Penitenciarios, con 23.349 euros. Como 
ya publicó El Confidencial, Caracuel se 
fundió 12.000 euros de teléfono en apenas 
15 días del mes de julio de 2015, durante 
sus vacaciones. A raíz de esa información, 
este diario solicitó al amparo de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transpa-
rencia, acceso a la información pública y 

15 altos cargos de Prisiones gastaron 112.137€ 
de teléfono en cuatro años

buen gobierno, el gasto anual en telefonía 
móvil de cada línea corporativa adscrita a 
este departamento desde enero de 2012 
hasta septiembre de 2016. Caracuel fue el 
alto cargo que más teléfono gastó en 2015 
y en 2014. El segundo puesto en gasto lo 
ocupa la línea asignada a la jefatura de la 
Subdirección General de Coordinación de 
Sanidad Penitenciaria, con 12.960 euros 
en cuatro años, cargo que ha ocupado en 
este periodo José Manuel Arroyo Cobo. El 
tercer puesto lo ocupa el primer directivo 
de Instituciones Penitenciarias, su secre-
tario general, Ángel Yuste: 8.499 euros. 
Tomó posesión en enero de 2012. La línea 
asignada al subdirector general de Inspec-
ción Penitenciaria consumió 7.756 euros 
en estos cuatro años. En este periodo, el 
cargo lo ha desempeñado José María Pé-
rez Peña.
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D esde que se firmó Protocolo de ac-
tuación frente a la violencia en el 
trabajo en la Administración Ge-

neral del Estado y los Organismos Públi-
cos vinculados o dependientes de ella por 
parte de la Administración UGT y CSI.F, 
Acaip ha estado realizando múltiples ac-
tuaciones encaminadas a solucionar el 
problema en el que nos encontrábamos, 
que no era otro que estar excluidos de 
una normativa intrínseca e íntimamen-
te relacionada a nuestro ámbito laboral. 
No en vano sufrimos en el desempeño de 
nuestras funciones el 50% del total de las 
agresiones en la AGE y el 80% de las más 
graves.

En los últimos meses hemos estamos 
trabajando muy duramente para corre-
gir lo que CSIF y UGT estropearon con su 
firma. Así, hemos tenido reuniones con 
todos los grupos parlamentarios, con la 
Inspección de Trabajo, en el Defensor del 
Pueblo para que tomen conciencia de lo 
injusto de haber excluido a prisiones de 
los protocolos vigentes en la materia. Para 
intentar solucionar su TRAICION al colec-
tivo.

Os hemos informado puntualmente de 
los pasos que hemos dado, de los escritos 
que hemos presentado, de con quién nos 
hemos reunido, porque nuestro único in-
terés en este tema es la defensa de los in-
tereses de los trabajadores penitenciarios. 
Mientras, los que con su firma han permi-
tido que nos dejaran fuera del protocolo 
lo poco que han hecho ha sido intentar 
justificar su lamentable actuación o lavar 
su conciencia. Estamos más que acostum-
brados a su cinismo, pero esta vez la des-
vergüenza no tiene límites

Después de todas estas iniciativas, el 
pasado 28 de septiembre (Boletín Oficial 
de las Cortes Generales del 11 de octubre) 
el Grupo Parlamentario de Ciudadanos 
presentó ante la Mesa del Congreso una 
Proposición no de Ley, en la que se instaba 
al Gobierno a  “Incluir al colectivo de tra-
bajadores de Instituciones Penitenciarias 
dentro del Protocolo de actuación frente a 
la violencia en el trabajo en la Administra-
ción General del Estado y los Organismos 
Públicos vinculados o dependientes de 
ella, para cubrir el vacío legal que existe en 
relación con las agresiones sufridas en sus 
puestos de trabajo”. 

Esta Proposición se debatió en la Co-
misión de Interior el 18 de octubre de 
2016, y después de aceptarse varias en-
miendas transaccionales fue aprobada sin 
ningún voto en contra y únicamente con 
la abstención de Esquerra Republicana de 
Cataluña y de Bildu. Es decir, votaron a fa-
vor de la misma el PP, PSOE, Ciudadanos, 
Podemos y PNV. El texto final es el siguien-
te: 

“El Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a que, en el plazo de seis meses, 

se cree un nuevo grupo de trabajo espe-
cífico, en el seno de la Comisión Técnica 
de Prevención de Riesgos Laborales de la 
Secretaría de Estado de Administraciones 
Públicas, que desarrolle protocolo especí-
fico dentro del ámbito de los Centros Pe-

nitenciarios y Centros de Inserción Social 
dependientes de la Secretaría General de 
Instituciones Penitenciarias del Protoco-
lo de actuación frente a la violencia en el 
trabajo en la Administración General del 
Estado y los organismos públicos depen-

dientes de él. Esta regulación específica 
será un protocolo de actuación contra las 
agresiones, que apueste por medidas y 
estrategias preventivas, siendo además, 
un instrumento común de actuación y un 
sistema de garantías y apoyos suficientes 
para los empleados/as de las Instituciones 
Penitenciarias, que recoja e identifique 
los peligros desde una perspectiva global 
de la seguridad, así como una evaluación 
de los riesgos de los distintos puestos, de 
apoyo a las víctimas e incorporando un 
refuerzo del papel del/la Delegado/a de 
Prevención en todas las actuaciones (aná-
lisis, registro, denuncia, y seguimiento de 
las actuaciones de violencia en el trabajo).”

Es cierto que las Proposiciones no de 
Ley no tienen fuerza normativa, pero si un 
importante contenido o calado político; 
y es en este sentido en el que se produce 
una absoluta desacreditación de la Admi-
nistración Penitenciaria por parte de todo 
el espectro político del Congreso, al ser los 
únicos que siguen manteniendo una pos-
tura totalmente intransigente y absurda 
teniendo en cuenta la fuerza de los datos y 
la situación existente en la Institución.

Queremos agradecer a Ciudadanos la 
presentación de la proposición y el interés 
que han mostrado en intentar solucionar 
un problema que nunca debería haberse 
producido y al resto de grupos parlamen-
tarios el apoyo y el reconocimiento del 
problema existente. Nos da mucha tristeza 
que nuestra Administración sea la única 
que está en contra de su propio personal y 
en especial el Secretario General, Don An-
gel Yuste que, a pesar de ser penitenciario, 
cada vez parece conocer menos el medio.

Esperamos que esto no vuelva a ser una 
patada hacia delante de la Administración 
para ganar tiempo, mientras en los centros 
penitenciarios las agresiones se multipli-
can exponencialmente. No nos extraña 
esta actuación de la actual Administración 
Penitenciaria, pero no nos podíamos es-
perar esta traición de CSI.F y UGT, cuya 
obligación es defender a los trabajadores.

Lógicamente, este no es el final del ca-
mino; lo que se ha conseguido hasta ahora 
es solamente volver a donde nos encontrá-
bamos hace un año. Desde Acaip vamos a 
estar vigilantes de qué es lo que se va a ha-
cer para evitar que, de nuevo, se traicione 
de esta manera al colectivo penitenciario, 
no sea que se intente firmar algún docu-
mento intrascendente y sin contenido por 
parte de CSI.F para salvar la cara a la Ad-
ministración que tanto defiende. 

Pues bien, si se ha aprobado esta Pro-
posición no ley, si al final se elabora un 
protocolo eficaz y útil en una materia tan 
sensible como las agresiones a los traba-
jadores de prisiones, será A PESAR DE 
ELLOS.

El congreso insta al gobierno a 
la aprobación de un protocolo 
frente a la violencia en el trabajo
La cámara enmienda la plana de este modo a Ángel Yuste y propone al ejecutivo la 
creación de un protocolo específico en el trabajo en instituciones penitenciarias

Sentimos una gran 
tristeza al comprobar 

que es nuestra 
Administración, y en 
consecuencia Angel 
Yuste,  la única que 

está en contra de sus 
propios trabajadores






DANIEL FERNÁNDEZ BERMEJO

El principio de flexibilidad fue in-
troducido normativamente por 
el Reglamento Penitenciario de 

1996, dotando de elasticidad y versatili-
dad al sistema penitenciario en su faceta 
de ejecución de las penas, tal cual idea-
lizaba la Ley General Penitenciaria en su 
Exposición de Motivos. Tal herramienta 
supone una manifestación del principio 
de humanidad, y fluye de la mano del 
tratamiento penitenciario. De esta mane-
ra, podemos afirmar que en la praxis nos 
aproximamos a los sistemas de los países 
de nuestro entorno, donde no existen 
grados, sino planes individuales sin con-
tar con grados de clasificación.

Es el artículo 100.2 del Reglamento el 
que define el principio de flexibilidad, dis-
poniendo que “Con el fin de hacer el sis-
tema más flexible, el Equipo Técnico po-
drá proponer a la Junta de Tratamiento 
que, respecto de cada penado, se adopte 
un modelo de ejecución en el que pue-
dan combinarse aspectos característicos 
de cada uno de los mencionados grados, 
siempre y cuando dicha medida se fun-
damente en un programa específico de 
tratamiento que de otra forma no pueda 
ser ejecutado. Esta medida excepcional 
necesitará de la ulterior aprobación del 
Juez de Vigilancia correspondiente, sin 
perjuicio de su inmediata ejecutividad”. 

Podemos observar la pretensión de 
adaptar en lo posible la ejecución trata-
mental a las circunstancias personales de 
cada penado, obedeciendo a un modelo 
progresivo de individualización científica, 
desglosado en grados de clasificación, si 
bien, permitiendo el acceso a cualquiera 
de ellos sin necesidad de haber pasado 
por ningún otro, con la excepción de la li-
bertad condicional. Por tanto, “no se trata 
de falta de grados, sino de adecuar el siste-
ma a cada penado y éstos a las posibilida-
des del sistema” (SANZ DELGADO).

Este mecanismo de flexibilidad podría 
concebirse como el anhelo del sistema de 
individualización científica, siendo un 
instrumento resocializador, en armonía 
con la prescripción del artículo 25.2 de 
nuestra Constitución Española.

Resulta un tanto extraño, sin embargo, 
que este principio aparezca configura-
do exclusivamente para penados, y ello 
a tenor de que los internos preventivos 
no tienen programa de tratamiento, sino 
programa individualizado de interven-
ción. Es evidente, por tanto, que tal regu-
lación reglamentaria no es acertada y que 
debería ser objeto de modificación, o al 
menos, admitir una interpretación de los 
destinatarios en sentido amplio, que lejos 
de no respetar el principio de presunción 

de inocencia que recae sobre los mismos, 
y lejos de desnaturalizar el sentido por el 
que fue creado, potenciara la esencia y el 
espíritu de la individualización científica. 
Así, sería un acierto que se contemplase 
la posibilidad de la aplicación del princi-
pio de flexibilidad, regulado en el artícu-
lo 100. 2 RP, para los presos preventivos, 
siempre que sea compatible con el princi-
pio constitucional de presunción de ino-
cencia.

Por otra parte, el modo excepcional de 
su aplicación, extraído de la literalidad del 
precepto, restringe su aplicación a una ne-
cesidad tratamental que de otra forma no 
pudiera llevarse a cabo. El término “excep-
cional” no debería figurar en el precepto, 
ya que entre otras razones, las justificacio-
nes de tratamiento se deben a un estudio 
previo de especialistas que han tenido en 
cuenta las vicisitudes de todo tipo del in-
terno, así como todas las variables ponde-
rables existentes, por lo que al tratarse de 
una planificación individualizada, tiene 
poco de excepcional, máxime cuando se 
concibe como la opción más eficaz en aras 
de conseguir la resocialización. En este 
sentido, tal y como ha planteado el profe-
sor SANZ DELGADO, “¿Cuántos casos ca-
ben en la excepcionalidad? ¿Qué número 
de supuestos es factible para no violentar 
el contenido del precepto?”.

Como inconvenientes, el art. 100.2 
presenta cierta arbitrariedad institucional 
y desigualdad de trato entre los internos. 
Es evidente que entre el primer grado y 
el tercero existen múltiples variantes en 
modalidades de vida que, progresiva o 
regresivamente, se aproximan al grado 
superior o inferior, respectivamente, y no 
necesariamente implican combinar as-
pectos de distintos grados. Las alternati-
vas a la progresión o clasificación al tercer 
grado, ante los impedimentos existentes 
en la norma punitiva, pudieran concretar-

se en el art. 82, 100.2 y 117 RP, que en cier-
to modo incluyen formas de enlace con 
la libertad de forma real y efectiva, sin ne-
cesidad de aplicar el principio de flexibi-
lidad, configurado como vía excepcional. 
El tratamiento requiere consumir tiempo 
fuera del recinto penitenciario, pero no 
debe alcanzar en todo caso solamente al 
tercer grado. ¿Para qué implantar obstá-
culos si atajamos el camino para la conse-
cución del mandado constitucional y los 
fines de la actividad penitenciaria?

Se echan en falta una serie de criterios 
que garanticen su compatibilidad con el 
principio de seguridad jurídica, así como 
una delimitación exhaustiva relativa al 
plazo de revisiones del programa de trata-
miento en el que se haya utilizado esta he-
rramienta para evitar en modo alguno la 
posible discrecionalidad y arbitrariedad 
ofrecida por la Administración. En este 
sentido, muy trascendente ha resultado 
ser, al respecto, la Instrucción 9/2007, 
de clasificación de penados, la cual sólo 
admite la flexibilidad positiva y no la ne-
gativa. Así, “este mecanismo permite la 
aplicación de factores propios de un gra-
do superior a los de otro inferior, pero no 
viceversa” (LEGANÉS GÓMEZ), y ello en 
base a que la flexible combinación de ele-
mentos característicos de distintos grados 
se concibe como una situación transitoria 

que, a la postre, supondrá una progresión 
de grado si se cumplen los objetivos tra-
tamentales.

El principio de flexibilidad permite 
que instituciones como los permisos de 
salida o salidas programadas, con estric-
tos requisitos objetivos para su conce-
sión, puedan generar situaciones aná-
logas para penados que, sin reunir tales 
requisitos, y siempre a tenor de lo impul-
sado por su programa individualizado 
de tratamiento, puedan salir del estable-
cimiento para determinadas actividades 
específicas. Lo determinante será siem-
pre el programa tratamental diseñado por 
la Junta de Tratamiento, y no el régimen 
penitenciario, que se encuentra supedita-
do a aquél. En cualquier caso, el principio 
de flexibilidad puede aliviar la dureza del 
régimen cerrado y actúa como “válvula de 
escape del mismo para paliar sus efectos 
negativos” (ARRIBAS LÓPEZ). 

En síntesis, esta herramienta ha per-
mitido aislar a la norma penal, dejándo-
la en un segundo plano y promulgando 
la creación de múltiples modalidades de 
vida con independencia del grado al que 
pertenezca el penado. Esta flexibilidad 
permite que instituciones penitenciarias 
destinadas para grados concretos puedan 
ser aprovechadas en función del éxito y 
de la necesidad del programa individuali-
zado de tratamiento. Sin embargo, y pese 
a que existe, a la espera de mejores ava-
tares políticos, un Anteproyecto de Refor-
ma de la Ley Penitenciaria, que durante el 
año 2005 se gestó por el otrora principal 
inspirador de la misma (que no fue otro 
que GARCÍA VALDÉS), y que incorpora 
instituciones de relieve como el principio 
de flexibilidad (que deja de estar some-
tido al régimen de excepcionalidad), se 
aprecia necesaria la introducción de una 
normativa complementaria que dotara a 
este principio de cierta seguridad jurídica 
y lo convirtiera en un auténtico derecho 
subjetivo. El precepto debería integrarse 
en la Ley Penitenciaria, y el Anteproyecto 
lo contempló en su artículo 72.5, de la si-
guiente manera: “No obstante, y con la fi-
nalidad de hacer el sistema más flexible, 
con respecto de cada penado, se podrá 
adoptar un modelo de ejecución en el 
que puedan combinarse aspectos carac-
terísticos de uno de los grados mencio-
nados, siempre y cuando dicha medida 
se fundamente en un programa específi-
co de tratamiento que de otra forma no 
pueda ser ejecutado. Esta medida nece-
sitará ser aprobada por el Juez de Vigi-
lancia correspondiente, sin perjuicio de 
su inmediata ejecutividad”.

Daniel Fernández Bermejo es Doc-
tor en Derecho y Profesor de la 
UDIMA
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Se aprecia necesaria 
la introducción de 

una normativa 
complementaria que 

dotara a este principio 
de cierta seguridad 
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